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CONTRATO DE TRABAJO – FALTA DE REGISTRACION – CONFESION FICTA – RESPONSABILIDAD SOLIDARIA.-
CAMARA CIVIL Y COMERCIAL, DE FAMILIA Y DEL TRABAJO.-

SENTENCIA NÚMERO: VEINTISEIS.-
En la Ciudad de Marcos Juárez, a los trece días del mes de Diciembre de Dos mil doce, constituida la Excelentísima Cámara del Trabajo en Sala Unipersonal por la Vocal Dra. Graciela del Carmen Filiberti, y el secretario actuante, con el objeto de dictar sentencia en estos autos, "DZUIBAN, Mirta Susana c/ APPENDINO DE BAZAN Nelly A. – Ordinario – Demanda Laboral - (Expte. N° 702037), de los que resulta: que a fs. 1/3 la actora, Mirta Susana Dzuiban, DNI 14.420.294, de 48 años de edad, de nacionalidad argentina, de estado civil casada, con domicilio en calle San Lorenzo 858 de la Ciudad de Corral de Bustos, Provincia de Córdoba; constituyendo domicilio legal en calle Edison 219 de la Ciudad de Corral de Bustos y Avda. Leandro N. Alem 267 (P.A.) de la Ciudad de Marcos Juárez, inicia formal demanda laboral en contra de la Sra. Nelly A. Appendino de Bazán con domicilio de calle Rioja 199 de la Ciudad de Corral de Bustos, haciendo extensiva la misma a las empresas solidariamente responsables de las obligaciones contraídas. Relata como hechos, que desde muy joven el 1/10/1979 comenzó a trabajar bajo las órdenes de la demandada, en su residencia como trabajadora a domicilio, consistiendo su trabajo en abrir bolsillos de los pantalones que la demandada fabrica para terceros, teniendo personal trabajando en el local de la fábrica y otros como ella que lo hacían en el domicilio, para lo cual llevaba y pasaba a retirar el material destinado a tal efecto. Que básicamente la actividad de la demandada estaba dedicada a la confección de pantalones para terceros, quienes entregaban todo lo necesario para su confección, telas cortadas para fabricar los mismos, forros, botones, cierres relámpagos, etc. siendo lo único que aportaba la demandada eran los hilos con que se cosían las prendas, las máquinas para a hacerlo y por supuesto la mano de obra, haciéndole ella en categoría oficial calificado previsto en el capítulo III inc. 13 del CCT 544/08. Que no obstante el cumplimiento normal y habitual de sus labores, la empleadora, seguramente por trabajar en domicilio, no registró la relación laboral, desempeñándose en negro. Que sus reclamos de regularización fueron permanentes y siempre obtenía la promesa de la patronal que iba a ocurrir pero nunca se concretó. Que lejos de regularizarla, a partir del mes de noviembre del 2009 dejó de abonarle el salario correspondiente y para lo cual firmaba recibos comunes y a partir del mes de febrero de 2010, sin ningún tipo de comunicación dejó de remitirle las prendas para que pudiera hacer la tarea que le encomendaban. Que ante ello remitió un telegrama a la empresa, indicando el comienzo de la relación laboral e intimando le abone los salarios e inscriba el contrato de trabajo: “habiendo ingresado a trabajar bajo su relación de dependencia con fecha octubre de 1979, en mi domicilio, intímole para que en el plazo de ley proceda a inscribir mi contrato de trabajo, debiendo establecer fecha real de ingreso y remuneraciones de ley, todo bajo apercibimiento previsto en el art. 11 de la ley 24013. Asimismo la intimo para que dentro del término de setenta y dos horas proceda a abonarme los salarios de los meses de noviembre, diciembre, SAC segundo semestre 2009 y enero 2010, bajo apercibimiento de considerarme en situación de despido bajo su exclusiva culpa y de reclamar las indemnizaciones previstas  por la leyes 25323 y 25345 por falta de reintegración de empleo”. Que ante ello no recibió respuesta, espero un período prolongado de tiempo pero tampoco recibió respuesta. Que no habiendo otra solución a la cuestión planteada, decidió hacer efectivo el apercibimiento contenido en la intimación, dándose por despedida y exigiendo el pago de las indemnizaciones y salarios adeudados, lo que no ocurrió, motivando en consecuencia la iniciación de la presente demanda. Que ello fue comunicado mediante TCL 71220668 que dice “No habiendo tenido respuesta al telegrama 575320703 de fecha 11 de marzo próximo pasado, hago efectivo el apercibimiento de considerarme despedida por su exclusiva culpa. Intimo proceda a pagar las indemnizaciones que me corresponda, más recargos y salarios adeudados, caso contrario iniciare demanda  judicial”. Que además de las comunicaciones entre las partes y ante la irregularidad cometida por la demandada al no inscribirme debidamente formulé la correspondiente denuncia ante la AFIP. De seguido relata los rubros que reclama: sueldo noviembre del 2009 $.2.277,20; sueldo diciembre 2009 $.2.436,55, sueldo enero 2010 $.2.325,66, vacaciones proporcionales 2009 $3.410,40, S.A.C. 2do. semestre 2009 $.1.162,50, S.A.C. proporcional 2010 $.193,75, Indemnización por antigüedad, 31 años $.85.260, indemnización sustitutiva de preaviso 2 meses $.4.872, indemnización adicional art. 80 LCT $.7.309,65, Indemnización adicional art. 1 ley 25323 $.42.630. Pide el certificado de trabajo y aportes de todo el período. De seguido pide la citación de terceros por solidaridad. Expresa al respecto que, como lo relató la demandada tiene un taller de confección de pantalones, lo que hacía en carácter de contratista de terceras empresas, quienes le proveían todo lo necesario para su fabricación, incluso la prenda llegaba a la empresa ya cortada y las empleadas hacíamos el resto, algunas en el local de la empresa otras en el domicilio. Que conforme lo dispuesto por el art. 30 de la LCT extiende la demanda a las empresas que contrataron ó subcontrataron a la empleadora para la realización de actividades propias y específicas de sus establecimientos, quienes resultan solidariamente responsables por las obligaciones de los contratistas ó subcontratistas, respecto del personal que ocuparen en la prestación de dichos trabajos ó servicios y que fueran emergentes de la relación laboral; incluyendo su extinción y de las obligaciones de seguridad social. Al establecer la solidaridad, las empresas contratistas asumen la responsabilidad por imperio de la ley, que les exige para poder liberarse de las mismas una serie de condiciones que el mismo artículo prevé y que sin duda no se han cumplido en el caso. Que las empresas contratistas de la demandada y que conoce son: Tafitex S.A. de Buenos Aires, Alberto Di Filipo de Rosario, Nueva Indumentaria S.R.L. de Rosario. Designada la audiencia de conciliación, ésta se lleva a cabo según las constancias de fs. 54, compareciendo a la misma la parte actora acompañada de su letrado Dr. Luis Enrique Pereira Duarte, no haciéndolo la demandada por dolencia de salud, haciéndolo el letrado Dr. Germán Villarroel quien manifiesta que por el estado de salud de su clienta no ha podido recibir instrucciones personales para la audiencia. Comparecen Tafitex S.A. por medio del Dr. Marcos Eduardo Massetti, como empleado superior y apoderado especial para pleitos, Nueva Indumentaria S.R.L. por medio de su socio gerente Sr. Salvador Juri con patrocinio del Dr. Daniel Alberto Calvo, y Alberto Di Filippo por medio del Dr. Fernando Rodolfo Amadeo como personal jerárquico y apoderado especial y general para pleitos con el patrocinio del Dr. Germán Villarroel. No lograda la conciliación, la actora ratifica la demanda, y los demandados contestan en el siguiente orden conforme memorial que adjuntan: Alberto Di Filippo (fs.28/31), quien peticiona el rechazo total de la demanda, con costas. Para ello, niega todos y cada uno de los hechos invocados en la demanda. Especialmente desconoce la aplicabilidad del derecho invocado al menos en lo referente al Sr. Di Filipo. Niega que la actora trabajara desde el 1/10/79 bajo las órdenes de la demandada Bazán, desde su residencia, consistiendo su trabajo en abrir bolsillos de los pantalones que la demandada fabricaba para terceros. Que la demandada se dedicaba a la fabricación de pantalones para terceros y que estos entregaban todo lo necesario para su confección, telas cortadas para fabricar los mismos, botones, cierres relámpagos etc. Niega que la demandada sólo aportaba hilos para cocer prendas, las máquinas para hacerlo y la mano de obra de sus empleados. Que la actora se desempeñaba en la categoría oficial calificado del CCT 544/08. Desconoce que la demandada no procedió a registrar la relación laboral. Niega que existieran reclamos de regularización de la actora y que la demandada prometía esta y nunca cumplía. Niega que la actora dejó de abonar el sueldo a la actora desde noviembre de 2009 en adelante y desde febrero siguiente, sin comunicación, dejó de remitirle prendas para que pudiera hacer la tarea. Desconoce que la actora remitió el telegrama que se transcribe en la demanda (sin consignar fecha ni número), indicando comienzo de la relación laboral e intimando se abone los salarios y se inscriba el contrato. Niega que nunca se le contestó el telegrama. Niega que ante el silencio de la demandada, haya hecho efectivo el apercibimiento contenido en la pieza postal dándose por despedida y exigiendo el pago de indemnizaciones y salarios adeudados. Niega que la actora haya remitido telegrama laboral 71220668. Niega que deba abonar los rubros reclamados. En relación a la solidaridad laboral niega que se aplique el art. 30 LCT, que haya mantenido algún tipo de relación con la demandada cuyas características jurídicas ó fácticas hagan pasible la aplicación de la teoría del grupo económico y en consecuencia del artículo mencionado y sus efectos. Niega haber proveído todo lo necesario para la fabricación de ropa, que llegara al taller la tela cortada, quedando para la actora la realización de las tareas restantes. Que lo verdaderamente cierto es que su mandante es titular de una empresa familiar de reconocida e intachable trayectoria en Rosario, que no tiene empleados en relación de dependencia y funciona cumpliendo con todas sus obligaciones tributarias y fiscales de la actividad comercial de conformidad a lo que dispone la normativa aplicable. Que la actora no conoce el domicilio donde dice haber trabajado en mérito de que no lo consigna en la demanda. Que la actora reconoce expresamente no haber sido jamás empleada directa de él. Que la pretensión de hacerlo solidariamente responsables, lo hace caer inevitablemente en el análisis de la aplicabilidad al caso de autos de la denominada teoría del “grupo económico”, destacando desde ya que dicho supuesto no se configura en absoluto, sea cual fuere el enfoque que se le pretenda otorgar el tema en cuestión. Manifiesta que las actoras reconocen no haber trabajado jamás para él. En tal sentido ante la existencia de un grupo económico pero sin trabajo simultáneo en los comercios que lo conforman se ha dicho “Sin embargo, esto no significa que habrá solidaridad entre las empresas que integran el grupo, ya que el empleador es la empresa en la que el trabajador desarrolló tareas y a cuya autoridad se subordinó. En cambio, si el trabajador prestó servicios simultáneamente para las distintas empresas del grupo económico, habría una pluralidad de empleadores responsables de sus obligaciones laborales” (Grisolía, Julio Armando. Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Desalma Pág. 144). Yendo al caso de marras advierte la inexistencia de subordinación entre el Sr. Di Filipo y la demandada principal Appendino de Bazán. No existen personas jurídicas controladas y controlantes. No hay subordinación ni control accionario, ni de capital ni de ingresos y egresos. No hay subordinación de carácter técnico, ni administrativo, toda vez que la Sra. Bazán desarrollaba su actividad comercial a través de sus propias instalaciones, máquinas y demás elementos que, junto a sus empleados, conformaban una estructura de trabajo autónoma, sin ningún tipo de vinculación administrativa ni contable con Di Filippo. Que no existe relación alguna entre las personas que participan en el negocio con la Sra. Bazán, ni tampoco configura una relación de control comercial ni transitorio. No hay existencia de capital social de un sujeto en manos de otras, que determine la imposición de la voluntad de la empresa madre sobre otra empresa relacionada justificándose la configuración del denominado grupo económico. Que la normativa aplicable requiere para declarar la extensión de la responsabilidad, aun en los casos en que se configura un grupo económico, la existencia de maniobras fraudulentas y/ó conducción temeraria en perjuicio de los empleados lo que de ninguna manera se vislumbra en el caso de marras; ya que el mismo transcurre en torno a una relación laboral que según se expresa jamás ha existido. Cita doctrina “Sin embargo esto no significa que habrá solidaridad entre las empresas que integran el grupo, ya que el empleador es la empresa en la que el trabajador desarrollo tareas y a cuya autoridad se subordinó. En cambio, si el trabajador prestó servicios simultáneamente para distintas empresas del grupo económico, habría una pluralidad de empleadores responsables de sus obligaciones laborales” (Grisolía, Julio Armando. Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Depalma Pág. 144).- Solicita el rechazo de la demanda en su totalidad con costas a la actora. Hace reserva del caso federal y de los recursos de inconstitucionalidad provincial y el previsto por la Ley Nacional N° 48. A su turno contesta Nueva Indumentaria S.R.L. (fs. 40/42), pidiendo el rechazo de la demanda y negando todos y cada uno de los hechos alegados por la parte actora. Específicamente niega adeudar suma alguna, la relación laboral, la solidaridad, que la actora haya comenzado a trabajar en relación de dependencia en su domicilio en el tiempo y categoría que refiere. Niega que la demandada haya tenido empleados en el local de la fábrica y en domicilio. Como que haya pasado a buscar material por la fábrica. Niega que la actividad de Bazán haya sido la confección de pantalones para terceros, como que estos entregaran todo lo necesario para su fabricación. Niega que la demandada haya aportado solamente  hilos, máquinas y mano de obra. Niega que la actora se haya desempeñado en la categoría que refiere. Niega que la actora haya cumplido normal y habitualmente las tareas que dice. Niega que la actora no haya estado registrada ó que la demandada haya debido registrarla. Niega que la causa de la falta de registración haya sido el trabajo en domicilio. Niega que la actora haya reclamado permanentemente su regularización, como que la patronal prometiera que lo haría. Niega que la demandada haya dejado de abonar los salarios en el mes de noviembre del 2009, como que la actora firmara recibos comunes. Niega que a partir de febrero de 2010 la codemandada haya dejado de remitir las prendas para realizar sus tareas. Niega el telegrama laboral que dice haber enviado y el contenido. Desconoce la falta de respuesta de la patronal. Desconoce el telegrama 71220668, la denuncia ante la AFIP, los rubros reclamados, que deba condenarse la entrega de certificados. Niega y desconoce que la demandada haya tenido un taller de confección de pantalones y que lo hiciera como contratista de terceras empresas. Niega que estas últimas le hayan proveído todo lo necesario para la fabricación, que las prendas llegaran cortadas a la empresa como que las empleadas hicieran el resto de las tareas ya sea en la empresa ó domicilio. Niega que se aplique el art. 30 LCT, como que haya existido contratación ó subcontratación para la realización de tareas propias y especificas de su sociedad. Niega la solidaridad y que se encuentren cumplidos las condiciones para su aplicación. Niega que las empresas contratistas sean las que nombra la actora. Dice relatar la verdad de los hechos, manifestando que Nueva Indumentaria S.R.L. es una sociedad creada y con domicilio en la Ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, que tiene por objeto la fabricación de productos textiles, su comercialización por mayor y menor, su importación, exportación, representación y distribución. Que para dar cumplimiento a dicho objeto, la sociedad cuenta con personal y talleres propios. Las contrataciones que pueda efectuar con terceros siempre han sido puntuales y para las tareas específicas, no pudiendo por consiguiente ser responsable solidariamente como pretenden las actoras. Que como relata la demanda la relación laboral no estaba registrada, las presuntas tareas no se realizaban en el taller de la demandada y esa situación se habría mantenido por 39 años con permanentes pedidos de regularización, lo que carece de seriedad y evidencia falsedad. Que la sociedad nació en el año 2004 por lo que no puede hacerse extensivo a su respecto 39 años. De seguido impugna la liquidación por el principio de eventualidad. Impugna rubros, montos y cálculos, sostiene que no son acumulables las indemnizaciones pretendidas, que la sociedad no ha sido intimada en forma previa, por lo que no es pasible de sanciones. Pide la aplicación de la ley 24432. Deja planteada la cuestión constitucional haciendo reservas de recurrir a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Córdoba y a la Corte de Justicia de la Nación. Solicita en definitiva se rechace la demanda con expresa imposición de costas a la actora. Por último contesta Tafitex S.A. (fs. 50/53), negando todos y cada uno de los dichos contenidos en el escrito inicial por carecer los mismos de certeza, precisión, basamento fáctico y/ó jurídico que habiliten el reclamo contenido en el libelo instructivo. Considera afectado su derecho de defensa en tanto la actora de manera muy ligera le endilga solidaridad, por ser contratista ó subcontratista en los términos del art. 30 LCT, sin aclarar la figura, ni dar motivos, indicando sólo que le daba insumos. Extremos todos que deja negados. Dice que Tafitex S.A. es una empresa que vende por cuenta propia, al por mayor productos de la industria textil, sin ningún tipo de vinculación con sus compradores y comercios minoristas. En virtud de lo sostenido jurisprudencialmente, la extensión de la responsabilidad solidaria se fundamenta en los supuestos de prestaciones de servicios (limpieza, seguridad, transporte, etc.) pero jamás en la venta ó suministro de productos, como el de marras. Que la actora afirma que su representado tiene por actividad normal y especial, el trabajo ó servicios de los trabajadores de Bazán, lo que niega. Que la empresa tiene por objeto social la venta masiva al mayoreo de ropa en general, que no es una prestación de servicios, sino una obligación de dar cosas determinadas regidas por el C.C.. Resulta improcedente, como pretende la actora, introducir en el art. 30 de la LCT la compra y venta de productos. La citación de este artículo se separa de la realidad y se exageran los argumentos, poco claros y precisos, hasta incurrir en falencias propias de la sin razón y con evidente propensión de ensamblar una estructura fáctica que resulte acorde con la norma jurídica que descarta y niega. Cita jurisprudencia en autos: “Santucho Donato D. c/ Tercor S.R.L. Inc. Rec. de Casación” T.S.J. de Córdoba. Continúa manifestando que su objeto social es la comercialización, venta masiva a mayoristas de productos de la industria textil, por lo cual la contratación ó subcontratación pretendida no se aplica, porque no existe la ejecución por otros de trabajos ó servicios propios del establecimiento. Que no hay sociedad, contratación ó subcontratación con Bazán de alguna actividad propia y especifica. No corresponde la aplicación del art. 30 LCT, toda vez que un empresario suministre a otro un producto determinado, desligándose expresamente de su ulterior procesamiento, elaboración ó distribución. Que la actividad propia y específica de Tafitex S.A. nunca va dirigida a la industrialización elaboración y distribución de prenda determinada. No es una actividad propia del proceso productivo, esa industrialización el taller de Bazán. La compraventa a mayorista de producto textil ni siquiera entra en el proceso industrial de elaboración, al que se dedica Bazán, en consecuencia mal puede formar parte del mismo. Que una inteligencia contraria interpretaría el art. 30 LCT con carácter infinito, pues Tafitex S.A. sería responsable aún de los empleados de tiendas de ropas, que le compran para vender en sus negocios ó de los transportistas, pues todos esos pasos son necesarios para logar el producto industrial final. Que nunca la compra venta (obligación de dar) puede determinar una actividad normal específica y propia de ningún establecimiento industrial ó fabril; así lo deja formal y expresamente negado en el sub exámen, ó sea la existencia de solidaridad alguna entre los codemandados con respecto a la actora. Para que nazca la solidaridad del art. 30 LCT, es menester que una empresa contrate ó subcontrate servicios que completen ó complementen su actividad normal, debiendo existir una unidad técnica de ejecución entre la empresa y su contratista, de acuerdo a la implícita remisión que hace tal norma al art. 6 LCT y esta unidad no existe en el caso de marras dado que Tafitex S.A. no tiene el objeto de confección ó elaboración de prendas, sino la compra venta, que no es un servicio ó una actividad sino una obligación de dar cosas determinadas al público en general ya que tampoco existió exclusividad ó continuidad de suministro como en figuras conexas como la franquicia, en donde si la solidaridad existiría. Que nunca la actora intimó ó comunicó a Tafitex S.A. sobre el contrato de trabajo y sus alternativas con Bazán como indemnizaciones ó rubros adeudados. Que niega por ello la existencia de una vinculación contratante y de productividad entre Bazán y la empresa. Explicita que nunca la actora en el desarrollo de la vinculación entre partes le solicito algo a la empresa. Que la conducta de la actora es así temeraria. De seguido impugna las cuantificaciones realizadas en la demanda sobre la base de un salario base falaz y las fórmulas matemáticas utilizadas. Que tampoco existió con la sociedad precitada relación de dependencia –subordinación jurídica, económica y técnica, art. 23 LCT-, contrato de trabajo ó cualquier otro tipo de prestación de servicios, que presuponga la existencia de vínculo jurídico laboral alguno, con Tafitex S.A.. La venta de ropa de su representado que por cierto se inició en el 2006, también excluye la posibilidad de considerar la existencia de contratación ó subcontratación permanente con dicha empresa demandada y por ende no le otorga la estabilidad que pretenden las accionantes, ya que constituye una obligación de dar y no un servicio habitual ó una relación subordinada (T.S.J. Cba., Sala Laboral 22-10-1993. Graneros, Luis A. c/ Ceballos de Lizio, Lidia y otros. LLC 1994, 550; Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala VIII, 11/06/1986; Gutiérrez, Agustín F. c/ Maydi S.R.L., DT 1986 B, 1291; Sala 3 20/07/01 “Palavecino, Celindo Leonor v. Jelen Rogelio Isaac”). Se refiere por último a la imposibilidad de hacer consistente la entrega de certificación de cese y servicios, ya que nunca mantuvo vinculación laboral alguna con las actoras, y en todo caso no resulta responsable de su entrega. La obligada a dicha certificación es la real empleadora (art. 80 L.C.T.) (C.N. Trab. Sala IV, 1986/06/26 “González S. Ricardo S. c/ Canale, S.A. y otro DT. 1986-B, 1132). Niega la multa del art. 1 Ley 25.323, por que se deja negado que las actoras sean empleadas. Abierta la causa a prueba, la actora por medio del Dr. Luis Enrique Pereira Duarte, en calidad de apoderado, ofrece la que hace a su derecho a fs. 58/60, consistiendo la misma en: Confesional de los demandados. Instrumental de los autos: “Bustos c/ Bazan” y “De Vicente c/ Bazan”, en trámite ante el Tribunal. Documental: telegramas y libros de sueldo y jornales. Informativa de Transporte Carolo, Transporte Depetris, AFIP, Testimonial de José Luis Jara, Juan Carlos Rosales, Ángel Andrés Lezcano, Sebastián Herrera y Carlos Canelo. Pericial Contable. La Sra. Appendino de Bazán hace lo propio, por medio de su apoderado Dr. Jorge Germán Villarroel (fs. 125), consistiendo en: Confesional, Instrumental-Documental, Pericial Contable, Testimonial de José Luis Jara y Juan Carlos Rosales. Tafitex S.A. (fs. 137), por medio del Dr. Marcos E. Massetti como apoderado, ofrece Confesional, Instrumental-Documental de los mismos autos citados, facturas e inscripción de AFIP. Di Filippo (fs. 144) ofrece por medio del apoderado Dr. Amadeo: Confesional. Y Nueva Indumentaria S.R.L. (fs. 151), por medio del representante Juri Salvador, ofrece Testimonial de Marta Ricciardi, Patricia Rainieri y Pericial Contable subsidiaria. Diligenciada la prueba que correspondía por ante el Juzgado de Conciliación, se eleva la causa a esta Cámara (fs. 169) e integrado el Tribunal con Sala Unipersonal y admitido por las partes (fs. 217vta.) se celebra en el día y hora preindicados la audiencia de vista de causa, con la presencia de partes, continuidad y actos procesales que registran las actas obrantes a fs. 221/222, 233, 236 y 254.- En la audiencia de vista de la causa, se fijaron las cuestiones a resolver.

Primera Cuestión: ¿Es procedente el reclamo de la actora?. Segunda Cuestión: ¿Qué corresponde resolver en definitiva? y la fecha de lectura de la presente sentencia. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA VOCAL DE CAMARA  DRA. GRACIELA DEL CARMEN FILIBERTI; DIJO:

 
 I. La Litis.
 
 I.1. Afirma la actora que ingresó a trabajar a las órdenes de la demandada en relación de dependencia como oficiales pantalón y calificado, respectivamente el 1/10/1979, haciéndolo en domicilio, y para el taller de confección de prendas de vestir, dedicado a la fabricación de pantalones para terceros que entregaban todo lo necesario para su confección, telas cortadas para fabricar los mismos, forros, botones, cierres relámpagos, etc., siendo lo único que aportaba la empleadora los hilos con que se cosían las prendas, las máquinas para hacerlo y por supuesto su mano de obra. Que no obstante el cumplimiento habitual del pago la demandada a partir del mes de noviembre de 2009 dejó de abonarles los salarios correspondientes a su actividad normal en la empresa, con el agravante que a partir del mes de febrero sin ningún tipo de comunicación no le dio más trabajo. Que desarrollada la relación laboral en negro, y habiendo prometido la patronal la regularización, remiten telegrama obrero denunciando el contrato en los siguientes términos “intímole para que en el plazo de ley proceda a inscribir mi contrato de trabajo, debiendo establecer fecha real de ingreso y remuneraciones de ley, todo bajo apercibimiento previsto en el art. 11 de la ley 24013. Asimismo la intimo para que dentro del término de setenta y dos horas proceda a abonarme los salarios de los meses de noviembre, diciembre, SAC segundo semestre 2009 y enero 2010, bajo apercibimiento de considerarme en situación de despido bajo su exclusiva culpa y de reclamar las indemnizaciones previstas  por la leyes 25323 y 25345 por falta de reintegración de empleo”. Siendo incontestada la correspondencia epistolar, causa que se considere injuriada e indirectamente despedidas por culpa de la patronal.

 
 I.2. La demandada no contesta la acción, incompareciendo a la audiencia de conciliación (acta de fs. 54 en correlación con el decreto de fs. 23). 

 
 I.3. En virtud de la modalidad de fabricación denunciada y lo normado por el art. 30 LCT extienden la presente demanda a las empresas que contrataron y subcontrataron a su empleadora la realización de actividades propias y específicas de sus establecimientos, resultando por ende solidariamente responsables incluso de las indemnizaciones derivadas de la extinción contractual y cargas sociales, involucrando a: Tafitex S.A., Alberto Di Filipo y Nueva Indumentaria S.R.L..
 
 Alberto Di Filippo a fs. 28/31, sostiene que además de reconocer expresamente las actoras de no haber sido jamás empleadas directas del suscripto, lo que descarta la subordinación con una pluralidad de empleadores, el no integró con la demandada un grupo económico, ni hubo voluntad de una empresa madre por sobre otra relacionada, ni se alegó la existencia de maniobras fraudulentas y/ó conducción temeraria en perjuicio de los empleados. Por lo que rechaza los rubros reclamados y la presunta solidaridad denunciada.

 
 A fs. 40/42 “Nueva Indumentaria S.R.L.”, refiere que nació socialmente el 2 de febrero de 2004 conforme el contrato social que se adjunta, con talleres propios cuyo objeto es la fabricación de productos textiles, y su comercialización por mayor y menor con domicilio en Rosario. Admite que contrata con terceros para tareas específicas y siempre en forma puntual, por lo que no puede ser solidariamente responsable como se pretende por el despido denunciado.

  
 Tafitex S.A. a fs. 50/53 manifiesta que es una empresa que vende por cuenta propia, al por mayor productos de industria textil, sin ningún tipo de vinculación con sus compradores, que la solidaridad dispuesta por el art. 30 LCT se extiende a quienes contraten ó subcontraten trabajos ó servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento y no a la compra y venta de ropa. Niega haber encargado a Appendino de Bazán alguna actividad propia de su establecimiento. La compra y venta mayorista del producto textil ni siquiera entra en el proceso industrial de elaboración a la que se dedica la demandada, por lo que mal puede formar parte del mismo.- A todo evento la multa del Art. 1 de la ley 25.323 no puede alcanzarle porque no son sus empleadas.

 
 II. Solución del litigio.
 
 ENTRE LAS ACTORAS Y APPENDINO DE BAZAN

 
 II.1.- el contrato de trabajo, sus características y el despido.
 
 Si bien estuvo cartularmente controvertida la relación laboral, no así jurisdiccionalmente al no comparecer la Sra. Nelly A. Appendino de Bazán, a la audiencia de conciliación que prevé el Art. 47 de la ley 7.987 (fs. 54 en correlación con decreto de fs. 23), por lo que se compuso la operatividad del Art. 49 L.P.T. y 55 L.C.T., generándose en consecuencia una presunción de veracidad de los hechos relatados en la demanda. A lo que suma la confesional ficta a tenor del pliego incorporado a fs. 211 y acta de debate de fs. 221/222. En dicha confesional ficta queda reconocido el carácter de empleada de la actora, desde la fecha indicada. Como así la falta de registración de la relación y el reclamo de regularidad. La intimación y el incumplimiento, por la falta de abono de salarios desde noviembre de 2009, SAC segundo semestre del 2009 y primero del 2010. La falta de dación de trabajo desde febrero de 2010 y la intimación. La ausencia de respuesta. Y la consecuente configuración de la injuria que causa el despido indirecto en que se coloca la actora. 

 
 Por lo que no corresponde desentrañar el vínculo laboral con la demandada citada, categoría de la trabajadora; si el despido indirecto se configuró, su causal y por ende si proceden los rubros indemnizatorios previstos (efectos del Art. 225 del C.P.C. supletoriamente aplicable por normativa del Art. 114 L.P.T.). Se acepta así la veracidad de las afirmaciones absolutorias, y los extremos denunciados en la demanda respecto de la Sra. Appendino de Bazán ya que el Art. 39 de la ley 7.987 invierte la carga de la prueba y nada fue desvirtuado por la demandada. 

 
 Pero además, los testigos de la causa dan cuenta de la existencia del trabajo a domicilio para el taller de confección de pantalones de la demandada Bazán, que le llevaban ropa en moto a la casa de la actora para cocer, que también le han llevado plata y un recibo, que el bulto con ropa iba de lunes a viernes una vez por día y que el negocio se cerro en noviembre de 2009 (acta de fs. 254, testigos Carlos Antonio Canelo, Federico Santiago Herrera, Ángel Andrés Lezcano y José Luis Jara). 

 
 Tenemos entonces que acreditada la relación laboral, no negado judicial ni extrajudicialmente el vínculo, ni la falta de registración y ausencia de pago y dación de trabajo, si el apercibimiento de despido se conformó una injuria idónea para la ruptura del contrato y la calificación del despido como indirecto atrapado por la normativa del art. Art. 246 LCT que genera  la condena de los montos indemnizatorios reclamados en los términos de la Ley de Contrato de Trabajo. 

 
 II.2.La indemnización.
 
 No tuvo cuestionamiento alguno en la contestación de demanda por lo que por ese solo hecho deben prosperar los rubros reclamados. Pero además, fundado en que devienen por ley por el apercibimiento de que la actora se consideró despedida conforme a derecho y por tanto los rubros indemnizatorios derivados del distracto consistentes en indemnización por antigüedad y omisión de preaviso  corresponden en su totalidad conforme arts. 231, 232, 245 y cc. L.C.T.. Por la falta de documentación laboral (acta de fs. 134 y art. 55 L.C.T.) deben prosperar los rubros haberes pendientes, sueldo anual complementario y vacaciones proporcionales. Monto: en lo que hace a los montos de salarios adeudados así como la base para las indemnizaciones por despido, debe tenerse en cuenta para su fijación la ausencia de prueba de la demandada para desvirtuar los montos afirmados por la actora en su demanda y que no acompañó documentación laboral (art. 39 ley 7.987, acta de fs. 78), por lo que en base a las facultades otorgadas al tribunal por el art. 56 L.C.T. y considerando que la irregularidad registral no puede perjudicar al trabajador a la hora de determinar su condición salarial, resulta procedente el monto pretendido que se denuncia.
 
 Liquidación.
 
 Haberes adeudados del mes de noviembre de 2009 a febrero de 2010.
 
 Correspondiendo conforme categoría profesional oficial pantalón (inc. 14 Cap. III CCT 554/08) un sueldo de $.2.277,20 para el mes de noviembre de 2009, $.2.436,55 para diciembre del mismo año y $.3.410,40 para enero del 2010. Lo que totaliza la suma de $.8.124,15.
 
 S.A.C. segundo semestre del 2009 y primero del 2010.
 
 Sueldo Anual Complementario, segundo semestre del 2009 $.1.162,50, proporcional primer semestre del 2010 $.193,75. Lo que totaliza la suma de $.1.356,25. 

 
 Vacaciones año 2009.
 
 Proporcional de vacaciones 2009, considerando que el despido se hizo efectivo en 2010, y la época que corresponde a su otorgamiento regulado por el art. 154 L.C.T., más su antigüedad (art. 150 L.C.T.), se admite por la suma de $.3.410,40.

 
 Sustitutivo de Preaviso.
 
 Admitido el despido indirecto del contrato denunciado por la actora procede en los términos del Art. 232 L.C.T., el rubro sustitutivo de preaviso por la suma de $.4.872, en función de la antigüedad que denuncia (Art. 231 inc. b L.C.T.) pues le corresponde 2 meses. 

 
 Indemnización por antigüedad.
 
 Siendo que la actora denuncia el contrato por lo dispuesto en el art. 245 y 246 L.C.T. procede. Considerando la fecha de ingreso 1/10/1979 y la de egreso 4/2010 le corresponde $.85.260 (31 años).
 
 Art. 1 de la Ley 25.323.
 
 Siendo que la registración ha sido omitida, corresponde por esta deficiencia recibir la suma que se reclama de $.42.630 por normativa del Art. 1 de la Ley 25.323.
 
 Sanción prevista por el Art. 80 L.C.T..
Respecto a la sanción prevista por el art. 80 L.C.T., esta es referida a la falta de entrega de constancias documentales de los aportes y contribuciones de la seguridad social, que si bien es un deber del empleador realizar y entregar al extinguirse el vínculo, debe ser previamente intimado y de modo fehaciente a su entrega, lo que no surge del telegrama cursado por la actora. No procede entonces por ausencia de intimación a su entrega conforme correspondencia epistolar de fs. 75 y 76 (Art. 3 del Dto. 146/01). Sin perjuicio de ello, atento el pedido expreso en la demanda  deberá la Sra. Bazán hacer las certificaciones en el plazo de 15 días de quedar firme la presente sentencia, bajo apercibimiento de aplicar una sanción conminatoria mensual equivalente a la remuneración que se devengaba en el mes de febrero de 2010,  con igual periodicidad del salario hasta que la empleadora demandada acredite de modo fehaciente haber extendido los certificados correspondientes al Art. 80 L.C.T., vencido éste plazo determinado.
 
 Intereses.

 
 Los rubros que han prosperado generaran intereses desde que son debidos, hasta su efectivo pago, equivalentes a la Tasa Pasiva Promedio Mensual del B.C.R.A. con más el 2% mensual y con un máximo que no podrá superar la Tasa Activa, siguiendo el criterio de éste tribunal en "Cerezuela c./ Nardoni y Panadería La Internacional" Sent. N° 11 del 28.5.02 y lo dispuesto por el T.S.J. Sala Laboral in re: "Hernández c./ Matricería Austral".

 
 ENTRE LAS ACTORAS Y LOS CITADOS COMO RESPONSABLES SOLIDARIOS

 
 II.3. Las actoras también demandan a quien serían solidariamente responsable por los incumplimientos que constituyeron la injuria y sus derivaciones indemnizatorias, fundadas en un contrato de colaboración entre Appendino de Bazan y Tafitex S.A., Alberto Di Filipo y Nueva Indumentaria SRL.

 
 II.3.a. Siendo esta una cuestión de hecho a confirmar por la prueba recibida en el debate se anticipa que Alberto Di Filipo, no solo no fue involucrado por los testigos, Carlos Antonio Canelo, Federico Santiago Herrera, Ángel Andrés Lezcano y José Luis Jara (como empleados y repartidores de Transporte), sino que no surge el nexo (“vínculo” siguiendo el concepto de la C.S.J.N. en “Scholles” del 2.3.011, conforme este Tribunal, en Sala Unipersonal, Dr. Sosa Luis Mario (H) in re: “De Vicente Inés c/ Appendino de Bazán”, Sentencia 18/2011 y el posterior caso “Bustos” sentenciado en integración ordinaria) pretendido de los informes de fs. 72 y 112 ó de la pericial de fs. 113/115 que reflejó la información extraída de los libros IVA-Venta e IVA compra de Appendino de Bazán, por lo que debe rechazarse esta pretensión indemnizatoria en su contra. 

 
 
 II.3.b.- Al citar las actoras a los “terceros” (cuando en este contexto por normativa del Art. 30 L.C.T. y 705 C.C., son codemandados, siguiendo en este sentido al plenario N° 309 del 3 de febrero de 2006 de la CANT en “Ramírez c/ Russo Comunicaciones en Insumos S.A.” Sem. Jur. Laboral y Previsional L-IV Pág. 115. Febrero de 2006), afirmaron que la empleadora, tiene un taller de confecciones de pantalones, lo que hacía en su carácter de contratista de estas empresas, quienes le proveían todo lo necesario para su fabricación, incluso al taller llegaba el pantalón ya cortado y las nombradas debían realizar su armado.

 La confesional ficta de Appendino de Bazán permitió tener por acreditado que “tiene una empresa de confección de ropa y lo hace para terceras personas quienes le proveen de materia prima necesaria con excepción de los cierres relámpagos e hilos (Posiciones. N° 1 a 3 del acta de fs. 221 y pliego de fs. 228). Sin embargo al enlazar la pericia de fs. 113/115, se puntualiza la realidad –por lo menos no se acreditó lo contrario- del verdadero tráfico comercial: Appendino de Bazán en los años 2008 y 2009 compra lo que le proveen los involucrados y después les vende la confección.

 
 Ángel Andrés Lezcano, dijo que a la empresa venían a traer bultos abiertos ó cerrados, que nunca vió un nombre ó etiqueta ni sabe de donde venían los paquetes. José Luis Jara dijo que los bultos venían de Rosario una vez por semana, pero que nunca escucho nombrar a los terceros citados. Que también venía algo de Buenos Aires por transporte Carolo. 

  

La pericial contable de fs. 113 sindica como las empresas a las que facturaba Appendino de Bazán, a Tafitex S.A. de Bs.As. y a Nueva Indumentaria SRL.- Para la primera en el año 2008 confeccionó 10.220 prendas y en el año 2009 20.900 prendas.- Para la segunda sociedad confeccionó en el año 2008, 3207 prendas y en el año 2009, 1215 prendas.- No obstante ello esta incluida este giro en la facturación “venta”.

 
 A fs. 40 Nueva Indumentaria S.R.L. reconoce como actividad afín a la demandada la confección de productos textiles, además de su comercialización por mayor y menor.- Tafitex S.A. a fs. 50 reconoce en los mismos términos esta actividad afín pero sostiene que no existe la ejecución por otros, no habiendo jamás encomendado a Appendino de Bazán alguna actividad propia de su establecimiento textil dedicado a su comercialización por mayor. 

 
 Atendiendo la redacción del Art. 30 L.C.T. puede decirse prima facie que la norma establece un sistema de responsabilidad solidaria y por ende objetiva para aquellos que cedieran establecimientos ó explotación, ó contrataran ó subcontrataran en cualquier modalidad trabajos ó servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia. Vale decir que aquellos casos en los que no fuera contratado un trabajo ó actividad propiamente normal ó específica, no resultaría de aplicación el régimen de solidaridad previsto por la norma. 

 
 Pero siguiendo un criterio invariable que ayuda a delimitar el marco de la actividad normal y específica, referido por la C.S.J.N. desde “Rodríguez c/ Compañía Embotelladora Argentina S.A.” (15.4.97), pasando por “Dubo Pedernera” y “Barreto” (Fallos 324:1595, sentencias N° 15 del 15.5.01 y del 9.8.01), hasta “Benítez” (22.12.09), coincidente con ello el T.S.J. (Mayoría) en “Dávila, Sergio Fernando c/ Distribuidora AC SRL” Sentencia N° 12 del 30.3.010 (Pub. Sem. Jur. Especial N° 18 Pág.15), y en “Loza, Jorge c/ Servitodo SRL” del 10.5.012 (LL Cba. N° 8 Pág. 827) – conforme este Tribunal, en Sala Unipersonal con voto del Dr. Luis Mario Sosa (H) in re: De Vicente, sentencia 18 del 2012- en cuanto se debe tener en cuenta a la integración de las actividades, la cadena de ejecución, si para el proceso productivo ó servicio que una empresa brinda, el trabajo efectuado por los empleados que provee el subcontratista son indispensables ó incluso se incorporan a la cadena de ejecución, tal el caso de quienes siendo empleados de la subcontratista reciben supervisión y órdenes de las empresas involucradas, puede afirmarse que existirá el marco de responsabilidad solidaria que establece el art. 30 de la L.C.T..

  
 Sentado esta premisa medular, debe afirmarse que el reconocimiento afín de la actividad que declaran las sociedades involucradas, ó el tráfico comercial que exclusivamente refleja en los años 2008 y 2009 (no concluida la relación laboral) la pericia de fs. 113/115 (que manifiesta el giro de Appendino de Bazán con las involucradas como “Venta”, es decir le esta vendiendo la confección, para la cual adquirió hilos y cierres), no resulta más que un indicio sin constituir presunción en los términos del Art. 316 del CPC supletoriamente aplicable, ya que no queda desvirtuado por esta prueba pericial que los fines del establecimiento de la demandada se consumaron y concretaron con la venta de las confecciones, y por la prueba testimonial de quienes según se ha visto fueron empleados, confeccionando pantalones sin marca, sin etiquetas, que se mandaban sin ninguna inspección, supervisión u ordenes de los destinatarios. Por consiguiente en función de esta realidad contable objetiva y de la que surge de los dichos testificales considerados dirimentes, por no existir una delegación propiamente dicha a terceros en el proceso de fabricación de pantalones, actividad adecuada del establecimiento de Appendino de Bazán, no se justifica extender la condena por las obligaciones laborales no cumplidas, a Tafitex S.A. y a Nueva Indumentaria S.R.L.. 

 

 Así vota por la afirmativa, total objetiva y parcial subjetiva, para cuyo análisis ha tenido en cuenta toda la prueba rendida en autos, aunque sólo ha hecho referencia a la que considera dirimente a los fines de la decisión.
     A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA VOCAL DRA. GRACIELA DEL CARMEN FILIBERTI, DIJO:

 
 Propone se resuelva:
 
I.- Se haga  lugar parcialmente a la demanda incoada por la Sra. Mirta Susana Dzuiban en contra de Nelly A. Appendino de Bazán, por los rubros: 1) Haberes mes de Noviembre, Diciembre de 2009, Enero 2010. 2) S.A.C. segundo semestre 2009 y proporcional 2.010. 3) Vacaciones 2.009. 4) Preaviso. 5)  Indemnización por despido. 6) Multa Art. 1 ley 25.323, y en consecuencia condenar a la demandada al pago de la suma total de Pesos Ciento cuarenta y cuatro mil doscientos noventa y seis con sesenta y cinco centavos ($.144.296,65) integrada con los fundamentos y operaciones crematísticas expuestas en el punto II 2. (indemnización-liquidación) del voto a la primera cuestión. 

 
II.- Se rechace el rubro Multa del Art. 80 L.C.T.. Atento el pedido expreso en la demanda deberá la Sra. Nelly A. Appendino de Bazán hacer las certificaciones en el plazo de 15 días de quedar firme la presente sentencia, bajo apercibimiento de aplicar una sanción conminatoria mensual equivalente a la remuneración que se devengaba en el mes de abril de 2010 (telegrama de fs. 75 del 27/4/2010), con igual periodicidad del salario hasta que la empleadora demandada acredite de modo fehaciente haber extendido los certificados correspondientes al Art. 80 L.C.T., vencido éste plazo determinado.
  
III.- Se impongan accesorios a los rubros que han prosperado, mediante un interés desde que son debidos, hasta su efectivo pago, equivalentes a la Tasa Pasiva promedio mensual del B.C.R.A. con más el 2% mensual y con un máximo que no podrá superar la Tasa Activa, siguiendo el criterio de éste tribunal en "Cerrezuela c./ Nardoni y Panadería la Internacional" Sent. N° 11 del 28.5.02 y lo dispuesto por el T.S.J. Sala Laboral in re: "Hernández c./ Matricería Austral".

 
IV.- Se rechace la demanda en los términos del Art. 30 L.C.T. incoada por las actoras en contra de Tafitex S.A., Nueva Indumentaria S.R.L., y Alberto Di Filippo.

 
V.- Se impongan las costas a la demandada vencida por lo que prospera y por su orden en relación a la pretendida solidaridad en razón de que las actoras pudieron creerse con derecho a demandar a las sociedades y personas individuales involucradas en estos términos (Art. 28 ley 7.987), difiriendo la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes para cuando lo soliciten previa acreditación de su condición fiscal e IVA. 

 
 Así vota, conforme arts. 30, 80, 52, 55, 57, 126, 128, 137, 150, 154, 242, 245, 246, 231 inc. b, 232, 233 L.C.T..- Arts. 39, 49 y 114 ley 7.987.- Arts. 217, 225 y 192 C.P.C. y C.C.T. N° 554/08.
 
 Por ello el Tribunal constituido en Sala Unipersonal; - - - - - - - - - - - - - - - - - - - RESUELVE: 

I.- Hacer lugar parcialmente a la demanda incoada por la Sra. Mirta Susana Dzuiban en contra de Nelly A. Appendino de Bazán, por los rubros: 1) Haberes mes de Noviembre, Diciembre de 2009, Enero 2010. 2) S.A.C. segundo semestre 2009 y proporcional 2.010. 3) Vacaciones 2.009. 4) Preaviso. 5)  Indemnización por despido. 6) Multa Art. 1 ley 25.323, y en consecuencia condenar a la demandada al pago de la suma total de Pesos Ciento cuarenta y cuatro mil doscientos noventa y seis con sesenta y cinco centavos ($.144.296,65) integrada con los fundamentos y operaciones crematísticas expuestas en el punto II 2. (indemnización-liquidación) del voto a la primera cuestión. 

 
II.- Rechazar el rubro Multa del Art. 80 L.C.T.. Emplazar a la Sra. Nelly A. Appendino de Bazán hacer las certificaciones en el plazo de 15 días de quedar firme la presente sentencia, bajo apercibimiento de aplicar una sanción conminatoria mensual equivalente a la remuneración que se devengaba en el mes de abril de 2010 (telegrama de fs. 75 del 27/4/2010), con igual periodicidad del salario hasta que la empleadora demandada acredite de modo fehaciente haber extendido los certificados correspondientes al Art. 80 L.C.T., vencido éste plazo determinado.
  
III.- Imponer accesorios a los rubros que han prosperado, mediante un interés desde que son debidos, hasta su efectivo pago, equivalentes a la Tasa Pasiva promedio mensual del B.C.R.A. con más el 2% mensual y con un máximo que no podrá superar la Tasa Activa, siguiendo el criterio de éste tribunal en "Cerrezuela c./ Nardoni y Panadería la Internacional" Sent. N° 11 del 28.5.02 y lo dispuesto por el T.S.J. Sala Laboral in re: "Hernández c./ Matricería Austral".

 
IV.- Rechazar la demanda en los términos del Art. 30 L.C.T. incoada por las actoras en contra de Tafitex S.A., Nueva Indumentaria S.R.L., y Alberto Di Filippo.

 

 V.- Imponer las costas a la demandada vencida por lo que prospera y por su orden en relación a la pretendida solidaridad. Diferir la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes para cuando lo soliciten previa acreditación de su condición fiscal e IVA. 
 
            VI.- Dar por reproducidas las citas legales. 

             Protocolícese.-
Fdo. Dra. Filiberti – Vocal – Meneses - Secretario
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